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01 La eficacia de los procedimientos 
judiciales para reclamar las deudas a 
los morosos

Uno de los dilemas que se presentan al acreedor 
es si es conveniente o no interponer una demanda 
judicial contra un moroso que se ha negado a 
llegar a un acuerdo de pagos razonable y que 
pretende eludir sus obligaciones. Durante décadas 
la utilización de la vía judicial para la reclamación de 
deudas incobrables había sido el último recurso que 
tenía la empresa para cobrar, y no siempre se  había 
demandado judicialmente todos los clientes que se 
lo merecían por razones de tiempo y coste.

Demandar o no demandar,  
he aquí la cuestión

Indiscutiblemente, a priori  siempre es preferible llegar a 
un acuerdo amistoso con el moroso para el pago de la 
deuda, que interponer una demanda judicial. No obstante, 
muchos acreedores piensan que el principio de: “más 
vale un mal arreglo que un buen pleito” sigue vigente 
en la actualidad, puesto que a pesar de las reformas 
legislativas de los últimos años para proteger mejor los 
derechos de crédito del acreedor, la eficacia de la vía 
judicial está puesta en entredicho.

El objeto de este estudio se centra básicamente en comprobar la eficacia 
en la realidad empresarial del proceso monitorio en la reclamación de 
deudas dinerarias, es decir, para recobrar la suma adeudada cuando se ha 
producido el incumplimiento del pago de una cantidad de dinero debida del 
deudor al acreedor. Asimismo este estudio se ha realizado bajo un prisma 
económico y no jurídico.
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02 El proceso monitorio para  
reclamar las deudas a los morosos

El acreedor que quiera reclamar un impago tiene 
varias alternativas procesales. Sin embargo, el 
procedimiento que en teoría está especializado 
en la reclamación de deudas dinerarias es el 
proceso monitorio, que goza (todavía) de una buena 
reputación entre las empresas como alternativa 
eficaz para conseguir recobrar los impagados. Este 
estudio pretende arrojar luz sobre la conveniencia 
de utilizar el monitorio como opción judicial para la 
reclamación de deudas. Asimismo, basándose en los 
informes estadísticos del Consejo General del Poder 
Judicial, este estudio quiere comprobar la efecti-
vidad real de dicho procedimiento para recuperar los 
impagos.

El proceso monitorio fue sin duda la estrella de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000, y sin duda 
fue la innovación jurisdiccional que levantó más 
expectativas en aquél momento, ya que era un 
procedimiento especial para la reclamación de 
deudas pecuniarias que no existía hasta ahora y que 
pretendía convertirse en una especie de “Terminator” 
de los morosos recalcitrantes que medran impu-
nemente en España.  El legislador intentó, según la 
propia Exposición de Motivos de la LEC, otorgar una 
protección rápida y eficaz al crédito dinerario líquido 
principalmente de profesionales, autónomos y 
pequeños empresarios. La finalidad del monitorio es 
que conseguir que el deudor pague lo que adeuda a 
su acreedor tras el requerimiento de pago efectuado 
por el juez. 

A pesar de que se quiera presentar al proceso 
monitorio como muy útil y ventajoso para el 
acreedor, por un lado por su simplicidad y bajo coste,  
ya que en teoría se puede formular la reclamación 
judicial mediante un simple escrito sin necesidad de 
abogado y procurador, y, por otro, en teoría podrá 
recobrar su deuda en un breve período de tiempo, ya 
que el monitorio está pensado para que el moroso 
pague la cantidad reclamada tras el requerimiento 
de pago efectuado por el juzgado, la realidad actual 
es muy diferente, como demostrará el presente 
estudio.
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03 Los procedimientos judiciales 
civiles para la reclamación de 
deudas

La jurisdicción contenciosa permite a los acreedores 
solicitar a los órganos jurisdiccionales la condena 
al deudor a determinada prestación, la adopción de 
medidas cautelares para asegurar dicho cumpli-
miento y la ejecución de la sentencia. Los procesos 
civiles de reclamación de deudas dinerarias están 
regulados en la Ley 1/2000, de 7 de enero de 
Enjuiciamiento Civil, más conocida como LEC de 
2000. El objetivo de esta Ley de Enjuiciamiento Civil 
de 2000 era el de agilizar la justicia, y en particular 
para conseguir el cobro de las deudas por medio de 
procedimientos más simples y más rápidos y reducir 
trámites escritos y se da prioridad a la oralidad. 

Vale la pena decir que hasta el siete de Enero de 
2001, le Ley de Enjuiciamiento Civil que regulaba 
la jurisdicción contencioso fue promulgada en 
1881 y ciertas disposiciones normativas previstas 
en esta Ley sobre Jurisdicción voluntaria seguían 
vigentes en 2015; lo que no dice mucho a favor de 
la diligencia de los sucesivos gobiernos de España, 
puesto que la Disposición Transitoria Decimoctava 
de la LEC de 2000 señalaba que  en el plazo de un 
año a contar desde la fecha de entrada en vigor 
de esta Ley, el Gobierno debía remitir a las Cortes 
Generales un proyecto de Ley sobre jurisdicción 
voluntaria.

Además la LEC de 2000 aportó nuevos medios 
probatorios con nuevas tecnologías. La LEC también 
introdujo medidas cautelares más asequibles y 
eficaces, permitió una ejecución provisional  mucho 
más simple y menos gravosa para el acreedor. 
Asimismo se simplificaron los sistemas de subasta 
y se permitieron soluciones más modernas y 
funcionales para liquidar los activos ejecutados. 
La LEC también ha conseguido la simplificación y 
reducción de los procesos judiciales a muy pocos 
procedimientos.

En cuanto a los órganos competentes que resuelven 
los procesos de reclamación de deudas dinerarias 
civiles es importante conocer:

Los dos primeros resuelven en primera instancia y 
las audiencias conocen en segunda instancia, es 
decir resuelven los recursos de apelación presen-
tados frente a sentencias dictadas en primera 
instancia.

Los juzgados 

de Paz 

Las Audiencias 
Provinciales

Los juzgados 
de Primera 
Instancia 
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Procedimientos declarativos cuya 
finalidad es el reconocimiento 
judicial de un derecho de crédito 
frente al deudor. 

El objetivo del demandante es conseguir una 
sentencia o título ejecutivo que le reconozca su 
derecho de crédito frente a su moroso.

2

Procedimientos especiales cuya 
finalidad es ofrecer un “juicio 
express”  para reconocer al 
demandante de forma rápida su 
derecho de crédito.

Este tipo de procedimientos no tienen una fase 
declarativa y están encaminados a conseguir el 
cobro. El proceso monitorio entra en esta categoría.

3

Procedimientos ejecutivos que a 
diferencia de lo que sucede con los 
procedimientos declarativos, se 
inician con la existencia de un título 
ejecutivo en el que ya consta el 
derecho de crédito de un acreedor 
frente al deudor. 

El objetivo de estos procedimientos consiste en 
obtener de inmediato el auxilio judicial para hacer 
efectivo el derecho contenido en el título ejecutivo y 
conseguir el cobro de la deuda.

Los distintos procedimientos judiciales en la actualidad

Hay que hacer notar, que la LEC de 2000 estableció sólo dos 
procedimientos principales declarativos:

De entrada la LEC ofrece al acreedor tres grandes clases de 
procedimientos judiciales para la reclamación de deudas dinerarias 
civiles:

El  
juicio 

ordinario

 
El  juicio 
verbal
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Los distintos procedimientos judiciales en la actualidad

Los procesos judiciales citados, se califican de ordi-
narios porque sirven para tramitar las pretensiones 
que no necesitan de una tutela más específica, 
mientras que existen otras pretensiones que han 
de obtener la tutela judicial efectiva por medio de 
procesos especiales y sumarios. 

Asimismo, en relación con el cobro de créditos, la 
LEC introdujo dos unos procedimientos especiales:

El proceso monitorio 
El juicio cambiario para demandas 
en las que el acreedor posee un 
documento cambiario

La Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000 ha experimen-
tado recientemente una importante modificación 
introducida por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, 
de reforma de la legislación procesal para la 
implantación de la nueva Oficina judicial, publicada 
en el BOE de 4 de noviembre de 2009. Esta Ley no 
sólo supuso la modificación de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, que entró en vigor al día siguiente, 
sino que además modifico  la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. La reforma de la LEC entró en vigor el 4 de 
mayo de 2010. Uno de los cambios introducidos es 
el aumento de las cuantías en los procedimientos 
judiciales. Por consiguiente los procedimientos 
principales denominados declarativos, o sea juicios 
ordinario y verbal, quedan con los siguientes límites:

La reforma la Ley 13/2009 de 3 de noviembre eleva 
la cuantía del juicio ordinario, por lo que se debe 
acudir a este juicio para las reclamaciones de más 
de 6.000 euros. (Antes el Juicio ordinario era para 
reclamar más de 3.000 euros). Asimismo la modifica-
ción eleva la cuantía hasta la cual cabe la tramita-
ción del juicio verbal hasta los 6.000 euros. (Antes el 
Juicio verbal era para menos de 3.000 euros).

Además la reforma de la LEC por la Ley 37/2011, de 
10 de octubre, de medidas de agilización procesal 
introduce un importante cambio en el procedimiento 
Monitorio ya que con la nueva modificación del 
artículo 812 de la LEC la cuantía máxima para este 
procedimiento pasa de ser de  250.000 euros a ser 
ilimitada, o sea podemos reclamar cualquier importe 
a través del monitorio sin limitación legal (en su 
redacción original el Art. 812.- de la LEC  limitaba a 
que la cantidad determinada no excediera de cinco 
millones de las antiguas pesetas, o sea unos 30.000 
euros).
Hay que tener en cuenta, que en la actualidad, el 
legislador, por iniciativa del Gobierno de Mariano 
Rajoy, está tramitando un nueva Ley de reforma 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil que introducirá 
importantes cambios en los procedimientos de 
reclamación de deudas y en el Código Civil. Vale la 
pena señalar que no todos estos cambios serán a 
favor del acreedor; más bien al contrario.
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La utilización de la vía judicial para recuperar deudas 
puede ser un proceso lento y no exento de costes. 
Los acreedores que acuden a los tribunales para 
reclamar un derecho de crédito deben desembolsar 
una serie de cantidades para afrontar los gastos del 
proceso judicial. Una gran parte de estos gastos está 
integrada en las costas procesales, aunque algunos 
costes no se pueden incluir en este concepto. Las 
costas judiciales son todos aquellos gastos que 
una de las partes puede recuperar si se condena en 
costas a la contraria.

Una cuestión importante en relación con la enume-
ración de los gastos que se consideran costas proce-
sales, es la relativa a los supuestos en los que es 
preceptiva la intervención de abogado y procurador, 
pues sólo en esos casos los honorarios de estos 
profesionales del derecho podrán integrar las costas 
del proceso. No obstante esta regla tiene una excep-
ción, cuando pese a que el procedimiento no sea 
obligatoria la intervención de abogado y procurador, 
el cliente resida en una localidad distinta a aquélla 
en la que se desarrolla el procedimiento judicial, en 
este caso, los honorarios de los profesionales se 
incluirán en las costas.

Honorarios de la defensa jurídica y de 
la representación técnica cuando sean 
preceptivas, es decir honorarios de 
abogados y aranceles y suplidos de 
procuradores

Derechos arancelarios que deban 
abonarse como consecuencia de 
actuaciones necesarias para el 
desarrollo del proceso

Inserción de anuncios o edictos que de 
forma obligatoria deban publicarse en 
el curso del proceso.

Tasas judiciales según la nueva Ley de 
Medidas de Agilización Procesal

Depósitos necesarios para la 
presentación de recursos

Derechos de peritos y demás abonos 
que tengan que realizarse a personas 
que hayan intervenido en el proceso

Copias, certificaciones, notas, 
testimonios y documentos análogos 
que hayan de solicitarse conforme a 
la Ley, salvo los que se reclamen por 
el tribunal a registros y protocolos 
públicos, que serán gratuitos

Los gastos y las costas en el proceso de reclamación judicial de deudas 

El artículo 241 de la LEC incluye dentro de las costas proce-
sales los siguientes conceptos:
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Los gastos y las costas en el proceso de reclamación judicial de deudas 

En principio, cada parte debe abonar los gastos que 
vaya generando la defensa de sus intereses en el 
juicio. Será la sentencia que ponga el fin al procedi-
miento la que imponga al perdedor, la obligación de 
abonar al vencedor las costas que le ha originado la 
tramitación del procedimiento, o lo que es lo mismo, 
la condena en costas se contiene en la sentencia y 
debe abonarlas el que pierde el juicio. Por tanto una 
condena en costas significa que el deudor además 
de abonar sus gastos, deberá soportar los del 
demandante.

En ocasiones las sentencias pueden contener una 
expresión similar a “sin hacer especial pronuncia-
miento en costas” o bien, “cada parte abonará las 
costas causadas a su instancia”, lo que significa que 
cada parte asumirá sus propios gastos independien-
temente que haya ganado o no el pleito.

El procedimiento para solicitar el pago de esta 
condena es el llamado “tasación de costas”. Este 
trámite se inicia mediante solicitud formulada por 
el abogado y procurador que han intervenido en el 
procedimiento y a la que se acompañan sus minutas 
y las facturas que justifiquen los gastos que tengan 
la consideración de costas del procedimiento.

La tasación de costas la practica el Secretario Judicial 
y no incluirá en la misma los derechos correspon-
dientes a escritos y actuaciones que sean inútiles, ni 
las partidas de las minutas que no se expresen deta-
lladamente, se refieran a honorarios que no se hayan 
devengado en el pleito o simplemente no se justifican. 
También reducirá el importe de los honorarios de los 
abogados y demás profesionales que superen los 
límites establecidos (el importe máximo de la condena 
en costas es una tercera parte del importe que se 
reclamara en el procedimiento)

Al condenado se le comunica el importe al que 
ascienden las costas para que, si no está conforme, 
las impugne. Los motivos de impugnación que 
pueden alegarse son de dos tipos: que las costas son 
excesivas, esto es, los honorarios presentados por los 
profesionales que intervinieron están por encima de 
las normas orientadoras o aranceles de sus respec-
tivos Colegios o no responden realmente al trabajo 
efectuado, o bien, que las costas son indebidas, esto 
es, se han incluido partidas de gastos que no tienen el 
carácter de costas del juicio.

La impugnación de la tasación de costas se resuelve 
mediante un auto del Tribunal por el que se deter-
mina con exactitud la cantidad que debe abonar el 
condenado, dándosele un plazo para que las abone 
de forma voluntaria. Si transcurrido éste no ha 
pagado las costas, se podrá iniciar contra el deudor 
la vía de apremio o de ejecución sobre sus bienes.

Las costas se ocasionan en cada instancia procesal, 
esto es, si contra una sentencia se interpone recurso 
de apelación la sentencia que ponga fin al mismo 
puede contener a su vez una nueva condena en 
costas derivada de la tramitación del recurso de 
apelación.

El demandante puede desistir o renunciar a 
continuar con la tramitación del procedimiento en 
cualquier momento siempre y cuando no se haya 
dictado sentencia. En estos casos y respecto al pago 
de las costas, deben distinguirse dos situaciones: 
Si el demandado acepta el desistimiento, ninguno 
de los dos será condenado a pagar las costas del 
juicio; si por el contrario, no acepta el desistimiento, 
el demandante será quien deba pagar las costas 
procesales.

Un punto muy delicado en las reclamaciones de 
deudas dinerarias civiles es la figura del allana-
miento. Mediante el allanamiento el demandado 
reconoce que la acción judicial que está ejercitando 
contra él el demandante es justa, esto es, que tiene 
razón. En estos casos, si el demandado se allana 
antes de contestar a la demanda, no será condenado 
en costas salvo que se considere por el juez que ha 
actuado con mala fe, esto es, por ejemplo ya se le ha 
reclamado la deuda o se ha intentado la conciliación 
judicial. Por otro lado, si el allanamiento se realiza 
después de haber contestado a la demanda, el 
demandado será condenado a abonar las costas del 
procedimiento. En consecuencia es muy importante 
hacer un requerimiento fehaciente al deudor y bajo 
mi punto de vista lo mejor es dirigir un escrito de 
intimación notarial.

Además de las costas procesales el demandante 
deberá abonar otros gastos que no podrá recuperar 
en una eventual condena en costas. Por ejemplo 
entre estos gastos se encuentran los informes preju-
diciales de averiguación de bienes del deudor.



12

Como ya hemos visto, la LEC establece que no hace falta 
abogado ni procurador en los pleitos de juicio verbal de menos de 
2.000 euros y tampoco hace falta representación de letrado en la 
petición inicial del procedimiento monitorio. Tampoco es obliga-
toria la intervención de abogado en los actos de conciliación. El 
acto de conciliación es un acto de Jurisdicción Voluntaria que se 
caracteriza por el carácter no litigioso de los expedientes.

Por consiguiente el acreedor puede actuar directamente sin 
intervención de abogado ni de procurador en estos tres proce-
dimientos judiciales. No obstante  es aconsejable acudir a un 
bufete de abogados ya que muchos abogados ofrecen estos 
servicios legales con honorarios módicos o sujetos en parte al 
éxito de la reclamación y muchas veces sale más a cuenta que 
hacerlo uno mismo.

Los procedimientos declarativos son aquellos juicios en los que 
el Juzgado debe declarar un hecho, por ejemplo: la resolución de 
un contrato, o la existencia de una deuda y la condena al pago de 
la misma. Asimismo el artículo 248 LEC dice que toda contienda 
judicial entre partes que no tenga señalada por la ley otra 
tramitación, será ventilada y decidida en el proceso declarativo 
que corresponda. Los procedimientos declarativos pueden ser 
procedentes cuando no el acreedor no posea títulos valores que 
le permitan acudir al juicio cambiario, o cuando no le interese ir a 
un procedimiento monitorio.

Las dos clases de juicios declarativos que se regulan en la LEC 
son el juicio verbal y el ordinario. La LEC establece el ámbito de 
ambas clases de juicios, estableciendo como criterios distintivos 
de la procedencia de uno u otro, la materia de la pretensión ejer-
citada en juicio así como su cuantía. Vale la pena señalar que la 
LEC otorga prioridad al criterio por razón de la materia, de modo 
que el criterio por razón de la cuantía solamente se aplicará en 
defecto de aquél. 

La LEC señala que se tramitarán por el juicio ordinario todas las 
demandas cuya cuantía exceda de 6.000 euros y aquellas cuyo 
interés económico resulte imposible de calcular, ni siquiera de 
modo relativo. Y se tramitarán por el juicio verbal las demandas 
cuya cuantía no exceda de 6.000 euros y no se refieran a ninguna 
de las materias previstas para ser tramitadas por el cauce del 
juicio ordinario.

Hay que hacer notar que mediante estos procedimientos 
declarativos el demandante sólo obtiene una sentencia 
(declaración) del juez, o sea una decisión judicial por la 
que se declara la existencia de un determinado derecho 
para el demandante y una obligación para el demandado. 
Sin embargo si el demandante quiere hacer efectivo su 
derecho, deberá acudir a un procedimiento de ejecu-
ción posterior, o lo que es lo mismo, deberá ejecutar la 
sentencia.

Los procedimientos judiciales 
en los que no precisa la 
intervención de abogado y de 
procurador

Los procedimientos  
declarativos
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Origen del 
proceso monitorio

La presentación de la petición 
de monitorio en el juzgado

El proceso monitorio es un procedimiento espe-
cial directamente destinado a la reclamación de 
impagados que intenta dar respuesta a la escasa 
protección del crédito de la legislación procesal 
clásica. Respecto a su ámbito de aplicación, el moni-
torio se puede utilizar para la reclamación de deudas 
dinerarias (crédito que se expresa en moneda de 
curso legal tanto nacional como extranjera), deter-
minadas (líquida, basta con una mera operación 
aritmética) vencidas (cuyo plazo de vencimiento ya 
ha transcurrido) y exigibles (no se encuentra some-
tida a condición) cuando dichas deudas consten en 
algún tipo de documento. En la actualidad la deuda 
puede de cualquier  cuantía: o sea se puede reclamar 
desde un euro hasta cualquier importe que podamos 
imaginar.

El proceso monitorio también permite reclamar 
judicialmente las cantidades debidas por los propie-
tarios morosos en concepto de gastos comunes de 
comunidades de propietarios de inmuebles.

El proceso monitorio se inicia mediante un escrito 
muy simple, denominado por los juristas: “petición 
inicial del procedimiento monitorio”, al que se ha 
de acompañar una documentación mínima de 
la que se desprenda la existencia de una deuda 
impagada. Ante este escrito y la documentación 
aportada, el Secretario Judicial requiere de pago al 
deudor moroso. El objetivo del monitorio es que ante 
el requerimiento judicial, el deudor realice el pago 

“voluntariamente”, finalizando aquí el proceso. Si el 
deudor no paga, o no se opone, el Secretario Judicial, 
sin más trámites, dictará un decreto para que el 
acreedor inste el despacho de ejecución. Si el deudor 
se opone, el procedimiento seguirá por el juicio ordi-
nario que corresponda por la cuantía de la deuda.

04 El proceso monitorio

El legislador sabía que una problemática importante 
de los procesos civiles tradicionales era la incom-
parecencia del  demandado. Muchos demandados 
adoptaban la rebeldía como estrategia procesal, o 
sea que ni pagaban, ni se oponían a la reclamación; 
simplemente no se presentaban ante el Juzgado. La 
declaración de rebeldía no es considerada como alla-
namiento ni como admisión de hechos de la demanda, 
salvo los casos en que la ley expresamente disponga 
lo contrario. Consecuentemente en estos casos el 
procedimiento debía seguir con la silla del demandado 
vacía, y el demandante debía pasar por todas las fases 
del proceso hasta conseguir la sentencia favorable y 
luego ejecutarla.

El proceso monitorio pretende acabar con la rebeldía 
del deudor y le obliga a reaccionar, puesto que si no 
comparece ante el Juzgado y se opone al requeri-
miento inicial de pago, en unas semanas se encontrará 
con un título ejecutivo en su contra y el embargo de 
sus bienes. Por tanto el monitorio es muy útil ante 
morosos pasotas o negligentes que no se oponen al 
requerimiento del Juzgado en tiempo y forma.



15

La presentación de la petición 
de monitorio en el juzgado

Este proceso es útil para el acreedor que pretenda 
reclamar una deuda dineraria de cualquier importe,  
líquida, determinada, vencida, exigible e impagada, 
cuando la deuda se acredite documentalmente de 
alguna de las formas siguientes:

Sin perjuicio de lo explicado en el apartado anterior y 
cuando se trate de deudas que reúnan los requisitos 
establecidos en dicho apartado, podrá también 
acudirse al proceso monitorio, para el pago de tales 
deudas, en los casos siguientes:

1 1

Mediante documentos, cualquiera 
que sea su forma y clase o el soporte 
físico en que se encuentren, que 
aparezcan firmados por el deudor 
o con su sello, impronta o marca o 
con cualquier otra señal, física o 
electrónica.

2 2

Mediante facturas, albaranes 
de entrega, certificaciones, 
telegramas, telefax o cualesquiera 
otros documentos que, aun 
unilateralmente creados por el 
acreedor (por ejemplo una factura), 
sean de los que habitualmente 
documentan los créditos y deudas en 
relaciones de la clase que aparezca 
existente entre acreedor y deudor.

Cuando, junto al documento en 
que conste la deuda, se aporten 
documentos comerciales que 
acrediten una relación anterior 
duradera.

Cuando la deuda se acredite mediante 
certificaciones de impago de 
cantidades debidas en concepto de 
gastos comunes de Comunidades de 
propietarios de inmuebles urbanos.
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Por un lado, el acreedor legítimo puede formular la reclamación judicial 
mediante un simple escrito sin necesidad de abogado y procurador y, por 
otro, podrá ver cobrada su deuda en un período de tiempo relativamente 
breve (teniendo en cuenta los plazos habituales de la administración de 
justicia), si el deudor paga el importe reclamado después de recibir el reque-
rimiento de pago efectuado por el Juzgado. 
 
Además el proceso monitorio aporta una gran ventaja, consistente en que si 
el deudor no paga ni se opone al requerimiento de pago, el Secretario Judi-
cial dictará decreto dando traslado al acreedor para que inste el despacho 
de ejecución, bastando para ello con la mera solicitud. Una vez presentado 
el escrito de demanda de ejecución por la cantidad reclamada, el Juzgado 
llevará a cabo diversas acciones encaminadas a cobrar la deuda. Solamente 
cuando el deudor formule escrito de oposición, alegando las razones por las 
cuales a su juicio no tiene que atender el requerimiento de pago, el proceso 
monitorio se transformará en el procedimiento declarativo que corresponda 
en atención a la cuantía de la deuda.

Con respecto a los procesos monitorios, estos pleitos teóricamente se han 
agilizado desde la entrada en vigor de la Ley 13/2009 de 3 de noviembre, que 
cede las mayoría de actuaciones procesales al Secretario Judicial, cuando 
antes eran exclusivamente del Juez y se han abaratado (por lo menos en 
teoría) con la promulgación de  la Ley 4/2011 de 24 de marzo por la que se 
modifica la Ley 1/2000 de Enjuiciamiento Civil. Esta reforma permite que si 
la cantidad reclamada es inferior a los 2.000 euros, el monitorio no necesita 
postulación en ningún momento.

La presentación de la petición 
de monitorio en el juzgado
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Con respecto al importe del crédito reclamado, 
este es un punto clave para tomar la decisión de 
presentar la reclamación al juzgado sin intervención 
de abogado ni procurador, puesto que si el importe 
es superior a 2.000 euros y el deudor formula escrito 
de oposición, el proceso monitorio finaliza y se trans-
forma en un proceso declarativo que corresponda 
por razón de su cuantía y a partir de ese momento 
es preceptiva la asistencia de abogado y procurador. 
Por tanto si el acreedor ha presentado la petición 
inicial de monitorio sin la intervención de abogado, 
deberá apresurarse a buscar un letrado dispuesto 
a continuar con el pleito. Asimismo si el deudor 
no se opone el juez despachará ejecución por la 
cantidad reclamada, pero si esta supera los 2.000 
euros, el acreedor deberá buscar obligatoriamente 
un abogado y procurador para que presenten la 
demanda de ejecución.

Otro factor importante respecto a la cuantía de la 
deuda reclamada, puesto que si el deudor formula 
oposición y el importe es superior a 6.000 euros, 
el  proceso monitorio no puede seguir adelante 
y el Juzgado emplazará al acreedor a interponer 
una demanda de juicio ordinario en el plazo de un 
mes desde el traslado del escrito de oposición. En 
caso de que el acreedor no presente la demanda 
se sobreseerán las actuaciones y se condenará al 
acreedor en costas. Consecuentemente el acreedor 
se encontrará en la misma posición que antes de 

presentar la petición de monitorio y además se verá 
obligado a iniciar un procedimiento declarativo ordi-
nario en el plazo de un mes para que no se sobresea 
el proceso monitorio y para más INRI se le condene 
en costas. En consecuencia para reclamar deudas 
superiores a 6.000 euros, cuando el acreedor tenga 
(casi) la certeza de que el demandado presentará 
oposición, resulta más práctico acudir directamente 
a un proceso ordinario.

De todas maneras el acreedor siempre puede 
arriesgarse a presentar la petición inicial de 
monitorio y confirma que haya suerte, puesto que 
si el moroso se asusta al recibir el requerimiento y 
paga la cantidad reclamada, el procedimiento puede 
terminar de una forma óptima. Por tanto para la deci-
sión final el acreedor no solo tiene que considerar 
aspectos jurídicos y económicos sino que también 
debe tener en cuenta factores psicológicos.

Por consiguiente el acreedor debe reflexionar 
sobre los pros y de los contras antes de presentar 
la petición inicial de procedimiento monitorio, y 
cuando se trate de cuantías superiores a los 2.000 
euros, aunque no sea preceptivo por ley, resulta 
recomendable iniciar el monitorio contando con la 
asistencia de un letrado si el acreedor sospecha que 
el deudor se opondrá al requerimiento de pago. El 
único posible inconveniente es que si el deudor paga 
la deuda al recibir el requerimiento, los gastos deri-

vados de la intervención del abogado no se incluirán 
en la condena en costas ya que su intervención no 
era obligatoria.

Sin embargo en el supuesto que el acreedor tenga 
su domicilio en un lugar distinto a aquél en que se 
tenga que tramitar el proceso monitorio, que como 
hemos comentado, debe ser obligatoriamente 
el lugar del domicilio del deudor, el demandante 
puede tramitar la petición inicial de monitorio a 
través de abogado y procurador y podrá exigir al 
deudor condenado en costas el pago de los gastos 
derivados por la intervención de estos profesionales. 
Esto último a condición que el acreedor acredite 
que, con carácter previo a la iniciación del proceso 
monitorio, intentó infructuosamente el cobro, puesto 
que en este caso el Juez puede apreciar temeridad 
en la conducta del moroso e imponerle las costas al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 32.5 de la LEC.

Determinantes para decidirse 
por el monitorio
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Otro factor clave para el éxito del monitorio es 
tener correctamente localizado al moroso en una 
dirección y mucho mejor si son oficinas o estableci-
mientos abiertos al público o con servicio de conser-
jería. La razón es que resulta crucial que la comisión 
judicial pueda hallar en el domicilio al demandado 
y notificarle la comunicación del requerimiento 
de pago, puesto que aunque el destinatario o sus 
empleados se negaran a recibir la notificación judi-
cial, los funcionarios judiciales harán una diligencia 
dando por comunicado al deudor.

El proceso monitorio es una fórmula procesal abre-
viada que se puede utilizar  para los procesos civiles 
de cualquier cuantía que tiene como objetivo ofrecer 
al acreedor un instrumento de protección eficaz 
del derecho de crédito. Cuando se promulgó la LEC 
en el año 2000, el monitorio fue un procedimiento 
nuevo en los tribunales españoles, aunque procesos 
similares ya existían hace décadas en otros países 
europeos. Respecto a su ámbito de aplicación, el 
procedimiento monitorio se puede utilizar para 
la reclamación de deudas dinerarias de cualquier 
importe (crédito que se expresa en moneda de curso 
legal tanto nacional como extranjera), determinadas 
(líquida, basta con una mera operación aritmética) 
vencidas (cuyo plazo de abono ya ha transcurrido) y 
exigibles (no se encuentra sometida a condición).

Las principales ventajas del monitorio son en primer 
lugar que se trata de un procedimiento relativa-
mente rápido y ágil en su tramitación procesal. En 
segundo lugar que se consigue un nivel aceptable 
de cobros (en algunos sectores más que en otros) 
después del requerimiento de pago que realiza el 
Juzgado, bien porque el moroso consigna judicial-
mente el importe reclamado o bien porque decide 
finalmente pagar de forma directa al acreedor. En 
tercer lugar si no hay oposición del deudor, en veinte 
días el Secretario judicial dictará un decreto dando 
por terminado el proceso monitorio y dará traslado 
al acreedor para que inste el despacho de ejecución, 
bastando para ello con la mera solicitud. En cuarto 
lugar en caso de iniciar un procedimiento monitorio 
de cuantía inferior a 6.000 euros,  en el caso de que 
el deudor resida en otro partido judicial, cuando no 
hay oposición del demandado el acreedor evita tener 
que desplazarse a otra población y comparecer en 
el acto del juicio; todo lo contrario de lo que ocurriría 
en un juicio verbal, en el que el demandante estaría 
obligado a comparecer a ciegas ya que en muchos 
procedimientos el demandado no acude al acto de 
juicio y el demandante pierde un tiempo precioso 
en la estéril comparecencia. En quinto lugar si hay 

Consideraciones a tener en cuenta 
para iniciar el monitorio 

Ventajas del monitorio

oposición del deudor en reclamaciones de cuantía 
inferior a los 6.000 euros, el procedimiento se ventila 
en juicio verbal lo que supone una tramitación 
relativamente acelerada. En sexto lugar en caso de 
oposición, en el escrito que presente al juzgado para 
materializarla, el deudor debe indicar los motivos 
por los que –a su entender– no debe la cantidad 
reclamada. Este punto representa una ventaja para 
el acreedor sobre el juicio declarativo verbal, ya que 
si conoce los motivos de oposición del demandado 
puede ir preparado al acto del juicio oral y aportar 
las pruebas y testigos que considere convenientes 
para demostrar su derecho de crédito.
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En cuanto a los inconvenientes, uno de los princi-
pales en el monitorio es que en el caso de que no se 
localice al deudor porque ha cambiado de domicilio 
y no consta ninguna otra dirección, el Juzgado archi-
vará el procedimiento por falta de localización del 
demandado, ya que no es posible notificar al deudor 
mediante edictos, salvo en los monitorios especiales 
de reclamación de deudas comunitarias bajo la 
norma jurídica de la Ley de propiedad horizontal.

Otro inconveniente es la incorporación por la Ley 
4/2011 de 24 de marzo de un nuevo párrafo en el 
artículo 813 de  la LEC que dicta: “Si, tras la realiza-
ción de las correspondientes averiguaciones por el 
secretario Judicial sobre el domicilio o residencia, 
éstas son infructuosas o el deudor es localizado en 
otro partido judicial, el juez dictará auto dando por 
terminado el proceso, haciendo constar tal circuns-
tancia y reservando al acreedor el derecho a instar 
de nuevo el proceso ante el Juzgado competente”.

En realidad la LEC incorpora a dicho artículo el 
criterio jurisprudencial originado por el Pleno del 
Tribunal supremo el Auto de fecha 5 de enero de 
2010, que estableció que si la fijación inicial del 
domicilio del deudor por parte de su acreedor no es 
correcta y el requerimiento resulta infructuoso por 
no haber sido encontrado el deudor en el domi-
cilio que consta en dicho partido judicial, el juez 
procederá sin más al archivo de las actuaciones con 
devolución al acreedor de la documentación apor-
tada. Así pues le corresponderá al acreedor decidir 
si interpone nueva petición inicial ante el Juzgado 
competente o inicia el declarativo que corresponda 
en función de la cuantía.

Inconvenientes del monitorio

Además aunque el acreedor indique el domicilio 
correcto en la petición inicial, existe el inconveniente 
de que si la notificación al deudor se retrasa por la 
lentitud de la administración de justicia, si el moroso 
cambia de domicilio antes de recibir la comunica-
ción judicial, el Juzgado competente será el del 
nuevo domicilio del deudor. En consecuencia el 
Juzgado que recibió la petición inicial de monitorio 
deberá inhibirse y el acreedor deberá presentar un 
nuevo monitorio ante el Juzgado correspondiente.

Hay que tener en cuenta que, tras la modificación 
introducida por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, el 
actual redactado del apartado 1 del artículo 815 de 
la LEC permite la existencia de un filtro para la admi-
sión a trámite de las peticiones iniciales de monito-
rios que no existía en el redactado original de dicho 
artículo. Concretamente dicho apartado dispone que 
el Secretario Judicial admitirá la petición y requerirá 
de pago o, en caso de duda sobre los requisitos 
legales o falta de otros presupuestos procesales, lo 
someterá a la decisión del Juez que se pronunciará 
sobre la admisión o inadmisión del monitorio. Este 
control inicial tiene dos puntos, uno genérico y otro 
específico. El primero recae sobre la identidad del 
acreedor y la del deudor, los domicilios señalados 
y el lugar donde pudieran ser hallados, el origen 
de la deuda, su cuantía, así como que se trata de 
una deuda dineraria líquida, determinada, vencida y 
exigible. También incluye otros presupuestos proce-
sales como son la competencia objetiva y territorial 
del juzgado y la capacidad procesal para ser parte. 
El segundo, es decir el control específico, consiste 
en verificar los documentos aportados. Este aspecto 
es sin duda delicado, por los distintos criterios que 
aplican los Secretarios y Jueces para revisar y apre-

ciar los documentos aportados por el acreedor. Por 
un lado, existen Secretarios y Jueces que aplican un 
criterio más favorable a la admisión de documentos, 
que se deriva de la propio razón de ser de este 
proceso y del hecho de que el legislador otorga un 
gran espectro a los documentos que dan acceso 
al monitorio. Por otro, hay Secretarios y Jueces 
que efectúan un control más estricto tanto de los 
documentos como de los orígenes de las deudas, y 
no admiten la validez de fotocopias o documentos 
unilateralmente emitidos por el acreedor.

Así pues, el número de inadmisiones es cada vez 
mayor y la mayoría de abogados no suelen apelar 
el auto de inadmisión ya que prefieren desistir del 
monitorio y acudir directamente a un procedimiento 
declarativo. El motivo es que la apelación puede 
tardar muchos meses y se gana tiempo dar por 
terminado el monitorio.

Otra desventaja recientemente incorporada al moni-
torio por la ya citada Ley 4/2011 de 24 de marzo en 
el nuevo apartado 3 del artículo 815 de la LEC y que 
preceptúa: “Si de la documentación aportada con 
la petición se desprende que la cantidad reclamada 
no es correcta, el secretario judicial dará traslado 
al juez, quien, en su caso, mediante auto podrá 
plantear al peticionario aceptar o rechazar una 
propuesta de requerimiento de pago por el importe 
inferior al inicialmente solicitado que especifique. En 
la propuesta, se deberá informar al peticionario de 
que, si en un plazo no superior a diez días no envía la 
respuesta o la misma es de rechazo, se le tendrá por 
desistido”. De este artículo se desprende que, el Juez 
ante la petición inicial de procedimiento monitorio, 
puede proponer al acreedor otra cuantía inferior y 

distinta a la que figure en su petición, es decir, la 
modificación incita al Juez a prejuzgar. Y además si 
no se contesta la propuesta o se rechaza la misma, 
se tendrá a la parte por desistida. Esta modificación  
es importante y supone un cambio significativo 
con la anterior tramitación procesal del monitorio, 
puesto que los Jueces a instancia del Secretario 
Judicial entran a valorar el fondo del asunto.

Para finalizar los inconvenientes del monitorio, 
tenemos el asunto de la oposición del deudor, 
puesto que lamentablemente muchos morosos se 
oponen por sistema para forzar la finalización del 
proceso monitorio. Al deudor le basta con compa-
recer y alegar cualquier excepción para evitar el 
despacho de ejecución y provocar la tramitación 
íntegra del juicio correspondiente a la cuantía 
de la deuda reclamada. Con todo la Ley exige al 
deudor que en el escrito de oposición alegue de 
forma sucinta las razones por las que no adeuda la 
cantidad reclamada. A efectos de formular oposición 
el Derecho no admite una oposición genérica sino 
que el deudor debe concretar la causa y el fondo del 
asunto en los que basa su oposición.
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El procedimiento monitorio se encuentra con nuevas 
dificultades para conseguir su objetivo, por un lado 
la desaparición de miles de empresas que cambian 
de domicilio o cierran, con lo cual es muy difícil que 
pueda seguirse el proceso en su contra. Asimismo 
se ha extendido la picaresca en muchos pequeños 
negocios de seguir trabajando pero manteniendo 
permanentemente  bajada la persiana con un cartel 
pegado que reza: “cerrado por reformas”; estas 
empresas “zombies” solamente abren la puerta 
cuando el visitante es un cliente o alguien que 
les puede reportar algún beneficio. De modo que 
cuando se persona la comisión judicial para hacerles 
el requerimiento, sencillamente no abren la puerta 
con lo que los funcionarios judiciales no pueden 
entregarles la providencia del Juzgado. Al no poder 
notificar personalmente al demandado el monitorio 
suele terminar con una diligencia negativa al no 
haberse localizado al destinatario de la comunica-
ción.

Otro inconveniente es que en la actualidad los 
juzgados están sobrecargados y las actuaciones 
judiciales son lentas lo que facilita la desaparición 
del moroso o la ocultación de sus bienes para evitar 
el embargo.

Nuevas dificultades que restan eficacia al monitorio por culpa de la crisis
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El proceso monitorio es potestativo, es 
decir que el acreedor podrá optar por 
utilizar o no este procedimiento según las 
características del crédito y del deudor

La acreditación de la existencia de 
la deuda puede hacerse mediante 
documentos firmados por el deudor o por 
cualquier otro documento, aunque sea 
unilateralmente creado por el acreedor. 
(una simple factura en teoría basta)

El proceso monitorio es más económico 
que los procedimientos ordinarios y tiene 
la gran ventaja de que se puede iniciar 
directamente sin necesidad de abogado ni 
procurador.

Un punto importante a tener en cuenta 
dadas las características de este proceso 
es que el juzgado competente siempre el de 
residencia del deudor.

El acreedor de una deuda dineraria de 
cualquier importe, líquida, determinada, 
vencida y exigible puede dirigirse 
directamente al juez en defensa de sus 
derechos de cobro.

Las características más importantes del proceso monitorio 
que vale la pena destacar son:

Características importantes del monitorio
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La petición de inicio del procedimiento monitorio la puede hacer personalmente el 
justiciable (o sea el acreedor), por lo que puede acudir directamente al juez sin nece-
sidad de la intervención de abogado ni  procurador (aunque el demandante también 
puede acudir al Juzgado asesorado por un letrado como yo recomiendo a mis amigos 
y clientes). La solicitud de la intervención judicial se hace mediante un formulario 
especial que facilitan los propios juzgados.

El acreedor podrá aportar como prueba cualquier documento que acredite la exis-
tencia de la deuda, como puede ser mediante documentos cualesquiera que sean 
su forma y clase o el soporte físico en que se encuentren, que aparezcan firmados 
por el deudor o con su sello o marca o con cualquier otra señal física o electrónica 
proveniente del deudor. También podrá acreditarse la deuda mediante facturas, 
albaranes de entrega, certificaciones, telegramas, telefaxes o mediante cualquier 
otro documento que, aun unilateralmente creado por el acreedor (es decir una simple 
factura emitida por el proveedor basta), sea de los que habitualmente documentan 
los créditos y deudas en las relaciones mercantiles entre proveedor y cliente, pero sin 
que sea obligatorio que el documento se encuentre firmado por el deudor (por tanto 
ofrecer más opciones para documentar la deuda es imposible).

El procedimiento se inicia con la presentación de un escrito denominado, legalmente, 
“petición inicial de procedimiento monitorio”, que se puede recoger en el propio 
Juzgado con forma de formulario, siendo suficiente que sea firmado por el acreedor y 
que se presenten, junto con éste, los documentos que en el tráfico mercantil de que se 
trate sirvan para documentar la existencia del crédito. La petición se debe presentar 
ante el Juzgado de primera instancia del domicilio del deudor. Cuando el deudor sea 
una persona jurídica la Ley establece que la demanda se debe presentar en el Juzgado 
donde tenga su domicilio social o sus intereses principales, aunque también donde 
tenga oficina abierta.

Una vez recibido el formulario y el documento que acredita la deuda, y admitida la soli-
citud del acreedor, el Juzgado iniciará los trámites de citación del deudor y mediante 
una providencia se le requerirá para que en el plazo de veinte días pague al peticio-
nario acreditándolo ante el tribunal o comparezca ante éste y alegue sucintamente en 
escrito de oposición las razones por las que a su entender no debe en todo o en parte 
la cantidad reclamada.

El requerimiento se notificará por medio de la oportuna diligencia de comunicación 
judicial con apercibimiento de que de no pagar ni comparecer alegando razones de la 
negativa al pago, se despachará contra él ejecución.
Una vez dictada la providencia pueden existir tres grandes posibilidades, aunque en la 
segunda de ellas pueden surgir a su vez tres variantes:

Proceder al pago de la deuda 
y finalizar el procedimiento 
acreditando el pago ante el Juzgado. 
El único inconveniente es que la 
conclusión del proceso por el pago 
de la deuda no lleva aparejada la 
imposición de costas al demandado.

juzgado en el plazo de 20 días 
o comparece y no se opone o 
comparece pero no acredita el pago. 
En cualquiera de estos casos se 
puede solicitar al Juzgado que dicte 
Auto despachando ejecución por la 
cantidad adeudada. Se debe proceder 
entonces al embargo de sus bienes en 
cantidad suficiente y a su ejecución 
forzosa. Por tanto, cuando no existe 
oposición se produce una decisión 
jurisdiccional definitiva sobre el 
objeto del proceso, iniciándose la 
actividad ejecutiva. Aquí es donde se 
torna importante la investigación de 
bienes que se ha llevado a cabo en un 
principio. El crédito reclamado pasa 
a tener la consideración de cosa 
juzgada.

Oponerse al pago mediante la 
presentación de un escrito ante 
el Juzgado. En este caso la LEC no 
ha establecido una relación de 
causas de oposición que pueden ser 
presentadas por los demandados.

Tramitación del monitorio en el juzgado y posibles resultados
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Seguidamente vamos a ver las circunstancias que 
atañen a cada una de las posibilidades anteriores.

Si el deudor atiende el requerimiento de pago, tan 
pronto como lo acredite se le hará entrega del 
documento en que conste la deuda y se archivarán 
las actuaciones. El acreedor deberá presentar ante el 
Juzgado la petición de un mandamiento de devolu-
ción por el importe cobrado.

En caso de que el moroso guarde silencio y no 
comparezca el Juzgado despacha auto de ejecución; 
es decir con esta resolución judicial en la mano,  ya 
se puede solicitar el embargo y ejecución de los 
bienes del deudor.
Ahora bien hay que hacer notar que para la ejecu-
ción del auto despachando ejecución se requiere 
abogado y procurador cuando la cantidad es supe-
rior a 2.000 euros.

Por contra, cuando el importe es inferior a 2.000 
euros, el acreedor debe presentar la demanda de 
ejecución ante el mismo Juzgado que ha emitido la 
sentencia. En este escrito de demanda de ejecución 
el acreedor deberá señalar las cuentas bancarias 
del deudor para que se le retengan y transfieran los 
saldos o los bienes que quiere que se embarguen al 
ejecutado. 

En caso de que el deudor comparezca y se oponga, 
para importes inferiores a los 2.000 euros, el 
demandado no necesita que el escrito de oposición 
esté firmado por abogado y procurador ya que puede 
representarse a sí mismo. El pleito se solventará 
de forma ágil según el juicio que corresponda en 
función al importe reclamado y la sentencia tendrá 
fuerza de cosa juzgada. 
Hay que hacer notar que el procedimiento se trans-
forma en un juicio verbal si la cuantía reclamada es 
inferior a los  6.000 euros o en un juicio declarativo 
ordinario  si la cuantía es superior a 6.000 euros.

Tramitación del monitorio en el juzgado y posibles resultados

 2.000 

6.000 

Por consiguiente el importe demandado no 
excede los 6.000 euros, el Juzgado convocará 
la vista de inmediato y el proceso seguirá los 
trámites del juicio verbal; las partes exponen 
sus alegatos, practican sus pruebas, para 
finalizar con la sentencia.
Una vez obtenida la sentencia en el juicio 
verbal, y siempre que la cantidad reclamada 
sea menos de 2.000 euros, el acreedor deberá 
solicitar la ejecución de la sentencia.

La idea central del monitorio es que si el 
importe reclamado no excede los  2.000 euros, 
las partes no necesitarán abogado ni procu-
rador durante el procedimiento; ahora bien 
hay que tener en cuenta que tanto el acreedor 
como el deudor deberán contar con abogado y 
procurador si la cuantía reclamada es superior 
a los 2.000 euros. Un punto a destacar es que 
para la presentación del escrito de oposición 
por el deudor, si la cuantía es superior a 2.000 

euros, éste deberá estar firmado por abogado y 
procurador.
 
Vale la pena recordar que si el importe reclamado es 
superior a los 6.000 euros el actor deberá presentar 
en el término de un mes la demanda de juicio decla-
rativo ordinario, ya que si no lo hace se archivan las 
actuaciones y se le condena en costas.
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05 Efectividad del proceso monitorio en la actualidad 
para recobrar deudas

Hace unos años el monitorio se había mostrado 
como un proceso rápido y eficaz para el cobro de 
deudas dinerarias, vencidas, exigibles y documen-
tadas. La sencillez del procedimiento y su utilidad 
como forma de protección del crédito  provocaron 
una utilización masiva del procedimiento monitorio 
que se convirtió en el proceso más utilizado para la 
reclamación de cantidades. Años atrás, casi el 20% 
de los monitorios terminaban con el pago volun-
tario del deudor; en la actualidad este porcentaje 
ha disminuido a más de la mitad. Esto supone una 
fuerte disminución de la eficacia del monitorio para 
conseguir su propósito: que al ser requerido por el 
juzgado el deudor pague.

En la actualidad los procesos monitorios, que repre-
sentan más del 38% de los asuntos ingresados en el 
orden civil según la estadística judicial, es signifi-
cativo que la evolución 2013/2014 de los asuntos 
que han entrado en los juzgados de 1ª instancia 

refleja un incremento notable de las acciones 
judiciales contra los deudores. En el año 2013 hubo 
563.176 monitorios ingresados y en el 2014 la cifra 
de peticiones iniciales de monitorio pasó a ser de 
657.057; esto supone un aumento del 16,7% en sólo 
un año. En el primer trimestre de 2015 hubo 166.433 
peticiones iniciales de monitorios, y se observa una 
disminución del 2,7% respecto al mismo período del 
2014.

Otros datos significativos son que del total de 
procesos monitorios interpuestos contra deudores 
en el 2014, solamente el 7,3% terminó con el pago de 
la cuantía reclamada por parte del moroso, mientras 
que el 37,4% acabó en ejecución contra el deman-
dado y sólo el 6,6% de los procesos monitorios se 
transformó en un juicio verbal. Además en el 2014 
hubo 252.574 ejecuciones de monitorios, lo que 
supone el 42,1% de todas las ejecuciones ingresadas.

Si bien el dato más peliagudo es que casi el 47% 
de las peticiones iniciales de procesos monitorios 

terminaron con la inadmisión del monitorio por parte 
del Secretario Judicial. Hay que tener en cuenta 
que el informe de estadística judicial que presenta 
el Consejo General del Poder Judicial titulado “La 
Justicia Dato a Dato”, eufemísticamente califica 
a este elevado porcentaje de inadmisiones como: 
“Terminación de procesos monitorios por otras 
formas”. En realidad este eufemismo significa que 
son peticiones iniciales que acabaron con la inad-
misión del proceso monitorio. Podemos comprobar 
pues, que si casi la mitad de los procedimientos 
monitorios acaban con la inadmisión del proceso, 
esta vía judicial no supone ningún bálsamo de Fiera-
brás para recobrar los impagos.
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Número de monitorios 
ingresados en juzgados

Porcentaje terminado por 
transformación a juicio 
ordinario

Porcentaje terminado por 
inadmisión

Porcentaje terminado 
por pago

Porcentaje terminado 
en ejecución por 
incomparecencia del deudor

Porcentaje terminado por 
transformación a juicio 
verbal

657.057

1,8 46,9%

7,3 37,4 6,6

Cuadro con las distintas formas de terminación de las peticiones 
iniciales de monitorio en el 2014

A continuación podemos ver la evolución de la 
eficacia del monitorio, comparando la evolución del 
porcentaje de peticiones iniciales que terminaron 
con el pago voluntario del deudor y las que lo 
hicieron por inadmisión del proceso. En un cuadro 
que incluimos más abajo, se puede constatar que en 
los últimos doce años el porcentaje de procesos que 
acabaron con el pago directo por parte del deudor 
ha quedado estancado alrededor del 7% de todas las 
peticiones que entraron en los juzgados. También 
que el porcentaje de monitorios inadmitidos casi se 
llegó a duplicar en el 2010 respecto al porcentaje 
de 2003, y que en los últimos años se mantiene por 
encima del 43%. 
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Terminación de los procesos monitorios por pago e inadmisión 2003-2014

Fuente: informes de estadística judicial del Consejo General del Poder Judicial

2003 246.849 18,58% 26,50%

2004 272.476 17,87% 29,15%

2005 329.336 16,17% 34,65%

2006 366.532 15,3% 38,8%

2007 420.599 13,8% 42,7%

2008 645.976 10,9% 46,3%

2009 856.875 8,7% 46,4%

2010 895.127 7,7% 50,7%

2011 683.704 7,3% 48,3%

2012 699.930 7,2% 46,2%

2013 563.176 7,3% 43,9%

2014 657.057 7,3% 46,9%

Año monitorios ingresados 
en juzgados

Porcentaje 
terminado por pago

Porcentaje terminado 
por inadmisión
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La conclusión es que la eficacia de un proceso 
monitorio para recobrar deudas dinerarias, entendido 
como que el moroso pague tras el requerimiento 
del juzgado, que era el fundamento jurídico de 
dicho procedimiento, ha menguado notablemente 
desde el inicio de la crisis económica y que antes 
de acudir a esta vía procesal, los acreedores deben 
estudiar otras opciones para recuperar sus créditos 
impagados,  que a medio plazo les pueden ser más 
efectivas y rentables.

© Estudio realizado por Pere Brachfield, director del 
Centro de Estudio de Morosología de EAE Business 
School, todos los derechos reservados, se prohíbe la 
reproducción total o parcial del texto sin autoriza-
ción expresa del autor. Los derechos de este texto 
están amparados por el Artículo 270 del CP y por el 
Artículo 14  y ss del Real Decreto Legislativo 1/1996, 
de 12 de abril. 

06 CONCLUSIONES
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